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REVISIÓN 
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procedente del 
Departamento de 
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Sobre: Solicitud de 
Remedio 

Administrativo 

Panel integrado por su presidente, el Juez Rivera Colón, el Juez 

Adames Soto y la Jueza Reyes Berríos 
 
Reyes Berríos, Jueza Ponente 

 
SENTENCIA 

 

En San Juan, Puerto Rico, a 15 de abril de 2021. 

 Comparece el señor Daniel Rivera Colón (Sr. Rivera Colón o el 

recurrente), quien se encuentra confinado bajo la custodia del 

Departamento de Corrección y Rehabilitación (DCR) en la institución 

correccional Guayama Adultos 1000 en Guayama, Puerto Rico, 

mediante un recurso de revisión judicial ante este foro apelativo, por 

derecho propio y de forma pauperis. Solicitó que revoquemos una 

Respuesta de Reconsideración al Miembro de la Población 

Correccional, del 18 de febrero de 2021, que alegó haber sido recibida 

el 23 de febrero de 2021. Mediante su determinación, el DCR denegó 

una Solicitud de Reconsideración presentada por el recurrente. 

 Según surge del apéndice del recurso, el 20 de noviembre de 

20201, el Sr. Rivera Colón presentó ante el DCR una Solicitud de 

Remedio Administrativo, a la cual le asignaron el número de solicitud 

PA-1121-20. En ésta, alegó lo transcrito a continuación: 

“Solicito muy respetuosamente que se me pueda atender 
con relación a mi migraña. Soy paciente de la misma 

 

1 La fecha de la Solicitud de Remedio Administrativo no está del todo claro en el 

documento. Por lo que inferimos la misma del Recurso de Revisión Judicial, pág. 2. 
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(migraña) y anteriormente se me recetaba con 

medicamento llamado Fiouricet, el cual es efectivo al 
tratar mi dolor o ataques. Ni la Tylenol, Motrin o 
“Bacletan” ayudan. Solicito que pueda obtener por parte 

del Área Médica el medicamento y así poder usarlo, ya 
que los dolores con ataque han sido constantes 

últimamente.”2 
 

El 31 de diciembre de 2020, el DCR emitió una Respuesta al 

Miembro de la Población Correccional, notificada el 7 de enero de 2021, 

en la que informó al recurrente que solicitara los servicios clínicos y 

discutiera todas sus inquietudes “minuciosamente con el médico de 

la institución para la búsqueda de alternativas.”3 

 Inconforme, a principios del mes de enero de 2021,4 el 

recurrente presentó la Solicitud de Reconsideración a la Respuesta 

reseñada.5 En el documento intitulado Respuesta de Reconsideración 

Al Miembro de la Población Correccional (Respuesta de 

Reconsideración),6 se denegó la petición de reconsideración del 

recurrente. Adujo el DCR que recibió información del área Médica 

Complejo Correccional de Guayama, donde se indicó que el 

recurrente tenía una cita pautada para el mes de abril de 2021.  

Además, que fue atendido durante los meses de enero y febrero 

(2021), y sus medicamentos le fueron renovados.  

 Insatisfecho, el 10 de marzo de 2021, el Sr. Rivera Colón acudió 

ante este foro apelativo. Alegó, en síntesis, que los servicios médicos 

ofrecidos por el DCR habían sido ineficientes porque le recetan 

medicamentos inadecuados, que atienden de manera inefectiva su 

condición de migraña.7 Asimismo, alegó por primera vez, que el 

 

2 Anejo 1 de la Solicitud De Remedio Administrativo del Recurso de Revisión Judicial. 
3 Anejos 2 y 3 de la Solicitud De Remedio Administrativo del Recurso de Revisión 
Judicial. 
4 No se acompañó al Recurso de Revisión Judicial del recurrente del escrito de 

Reconsideración. No obstante, este alegó en su recurso, a la página 3, que no fue 

anejado ya que no contaba con copia de este.  
5 Cabe destacar, que el recurrente no presentó en el apéndice de su escrito copia 

de la solicitud de reconsideración, por lo que desconocemos lo allí planteado.  
6 Anejos 4 y 5 de la Solicitud De Remedio Administrativo del Recurso de Revisión 
Judicial. 
7 Recurso de Revisión Judicial del recurrente, pág. 2. 
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tratamiento inefectivo le provoca vómitos, “vista nublada” y le provoca 

la pérdida de apetito “por varios días.”8 Arguyó, además, que debía 

ser evaluado por un médico especialista (neurólogo), para que le 

recete el medicamento indicado para su condición. Para ello, explicó 

que fue recetado (en algún momento) por un neurólogo con el 

medicamento “Maxan”, y luego “Fiouricet”, los cuales indicó eran 

efectivos para tratar su condición. No obstante, el medicamento 

Tylenol, que se le está administrando para su condición de migraña, 

no hace “ninguna función.” Así, nos solicitó, que ordenemos al DCR 

que su evaluación médica fuera realizada por un especialista de la 

salud (neurólogo), para que pueda recibir un tratamiento médico 

adecuado para su migraña, y poder tener una mejor calidad de vida. 

Conforme con la Regla 7 (B) (5) del Reglamento del Tribunal de 

Apelaciones, este Tribunal puede “prescindir de términos no 

jurisdiccionales, específicos, …escritos, notificaciones o 

procedimientos adicionales, …con el propósito de lograr su más justo 

y eficiente despacho...” En consideración a lo anterior, procedemos a 

resolver el asunto ante nos. 

II. 

A. 

 La Ley Núm. 38-2017, conocida como la Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Gobierno de Puerto Rico (LPAU),9 

establece el alcance de la revisión judicial de las determinaciones de 

las agencias administrativas. A tenor con la citada Ley y la 

jurisprudencia aplicable, la revisión judicial consiste, esencialmente, 

en determinar si la actuación de la agencia fue dentro de las 

facultades que le fueron conferidas por ley y si la misma es legal y 

 

8 Íd. 
9 3 LPRA sec. 9601 et seq. 
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razonable.10 Sobre el particular, es norma reiterada que los foros 

revisores han de conceder gran deferencia y consideración a las 

decisiones de las agencias administrativas, dado a la vasta 

experiencia y conocimiento especializado sobre los asuntos que le 

fueron delegados.11 Conforme a ello, los tribunales deben ser 

cautelosos al intervenir con las decisiones de los organismos 

administrativos.12  

Por las razones antes aludidas, las decisiones de las agencias 

administrativas están revestidas de una presunción de regularidad y 

corrección.13 La presunción de corrección que acarrea una decisión 

administrativa deberá sostenerse por los tribunales a menos que la 

misma logre ser derrotada mediante la identificación de evidencia en 

contrario que obre en el expediente administrativo.14 Por lo que, al 

momento de revisar una decisión administrativa el criterio rector para 

los tribunales será la razonabilidad en la actuación de la agencia.15 

Hay que determinar si la agencia actuó de forma arbitraria, ilegal, o 

de manera tan irrazonable que su actuación constituyó un abuso de 

discreción.16  

Al hacer ese análisis el tribunal debe considerar los siguientes 

criterios:  

(1) si el remedio concedido por la agencia fue apropiado;  

 

10 Rolón Martínez v. Supte. Policía, 201 DPR 26, 35 (2018); T–JAC, Inc. v. Caguas 
Centrum Limited, 148 DPR 70 (1999).   
11 Graciani Rodríguez v. Garage Isla Verde, 202 DPR 117 (2019); Rolón Martínez v. 
Supte. Policía, supra; Mun. San Juan v. Plaza Las Américas, 169 DPR 310, 323 

(2006); Hernández, Álvarez v. Centro Unido, 168 DPR 592, 615–616 (2006).   
12 Metropolitana, S.E. v. A.R.P.E., 138 DPR 200, 213 (1995); Viajes Gallardo v. 
Clavell, 131 DPR 275, 289–290 (1992). 
13 Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra; García Reyes v. Cruz Auto Corp., 173 DPR 

870 (2008); Vélez v. A.R.Pe., 167 DPR 684 (2006); Rivera Concepción v. A.R.Pe., 152 

DPR 116, 123 (2000). 
14 E.L.A. v. P.M.C., 163 DPR 478 (2004); Misión Ind. P.R. v. J.P., 146 DPR 64, 130 

(1998); A.R.P.E. v. J.A.C.L., 124 DPR 858 (1989).   
15 Rebollo v. Yiyi Motors, 161 DPR 69 (2004).   
16 Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra; Cfr. Morales Tañón v. AEE, 193 DPR 544, 

550 (2015) (Sentencia); Asoc. Tulip/Monteverde v. J.P., 171 DPR 863 (2007); Marina 
Costa Azul v. Comisión, 170 DPR 847 (2007).   
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(2) si las determinaciones de hecho que realizó la agencia 

están sostenidas por evidencia sustancial que obra en el 
expediente administrativo visto en su totalidad, y  

(3) si, mediante una revisión completa y absoluta, las 
conclusiones de derecho del ente administrativo fueron 

correctas.17  
 

B. 

El Departamento de Corrección y Rehabilitación atenderá las 

solicitudes de remedios administrativos, presentadas por los 

miembros de la población correccional, según se establece en el 

Reglamento Núm. 8583, conocido como Reglamento para Atender las 

Solicitudes de Remedios Administrativos Radicados por los Miembros 

de la Población Correccional. Este Reglamento fue adoptado de 

conformidad a las disposiciones de Ley de Procedimiento 

Administrativo Uniforme del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, 

Ley Núm. 170 de 12 de agosto de 1988, y el Plan de Reorganización 

Núm. 2 de 2011, según enmendado, conocido como el Plan de 

Reorganización del Departamento de Corrección y Rehabilitación.  Uno 

de los propósitos primordiales del Reglamento Núm. 8583 es que 

“toda persona recluida en una institución correccional disponga de 

un organismo administrativo, en primera instancia, ante el cual 

pueda presentar una solicitud de remedio, para su atención, con el 

fin de minimizar las diferencias entre los miembros de la población 

correccional y el personal […]”.  

El Art. 4.002 de la Ley Núm. 201-2003, Ley de la Judicatura 

del Estado Libre Asociado de Puerto Rico, según enmendada, dispone 

que el Tribunal de Apelaciones revisará, como cuestión de derecho, 

las decisiones finales de los organismos y agencias administrativas 

que hayan sido tramitadas conforme con las disposiciones de la Ley 

de Procedimiento Administrativo Uniforme (LPAU). 18 Por su parte, la 

 

17 Rolón Martínez v. Supte. Policía, supra, págs. 35-36; Pagán Santiago et al. v. ASR, 

185 DPR 341, 358 (2012). 
18 Art. 4.002 de la Ley Núm. 201-2003, 4 LPRA sec. 24 (u). 
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LPAU define el ámbito de la revisión judicial, disponiendo en su 

sección 4.219 que solamente las órdenes o resoluciones finales 

dictadas por las agencias o funcionarios administrativos pueden ser 

revisadas judicialmente.  

Nuestro Tribunal Supremo ha manifestado que la referida 

sección de la LPAU limitó nuestra facultad de revisión judicial a 

decisiones que cumplieran con dos requisitos: (a) que fueran órdenes 

o resoluciones finales de la agencia, y (b) que la parte adversamente 

afectada hubiese agotado todos los remedios provistos por la agencia 

administrativa.20  

III. 

El recurrente solicita que revisemos la alegada denegatoria del 

Área Médica del Complejo Correccional Adultos Guayama 1000, de 

recibir los servicios médicos adecuados para tratar su condición de 

migraña, mediante la Respuesta de Reconsideración, emitida el 23 de 

febrero de 2021. Según apuntamos en el tracto procesal, en la 

referida comunicación, la División de Remedios Administrativos le 

indicó al recurrente que el área médica del referido complejo 

correccional, le tenía pautada una cita médica para el mes de abril de 

2021, y que, no obstante, se le habían suministrado medicamentos 

durante los meses de enero y febrero de 2021.  

Las razones para la denegatoria de la reconsideración 

consignadas en la Respuesta de Reconsideración del DCR indican, a 

todas luces que el DCR, que la agencia informó que el recurrente sería 

atendido en el mes de abril de 202[1]. Es decir, el área médica del 

Complejo Correccional de Guayama notificó que el recurrente sería 

atendido, y una vez realizada la consulta, entonces se determinará si 

 

19 3 LPRA sec. 9672. 
20 A.A.A. v. UIA, 199 DPR 638, 657 (2018) citando a A.R.Pe. v. Coordinadora, 165 

DPR 850, 867 (2005). Véase, además, Depto. Educ. v. Sindicato Puertorriqueño, 168 

DPR 527, 543 (2006); Procuradora del Paciente v. MCS, 163 DPR 21, 34-35 (2004); 

J. Exam. Tec. Med. v. Elías et al, 144 DPR 483, 491 (1997). 
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procedía o no la atención médica especializada que solicita, y lo 

adecuado o no de los medicamentos que alega que necesita para su 

condición de migraña. En este sentido, de tal comunicación no se 

puede concluir que el DCR rechazara la petición del recurrente, sino 

que le informó que tenía su cita médica para el mes de abril de 2021.  

No cabe duda de que la determinación administrativa 

consignada en la Respuesta a Reconsideración del 23 de febrero del 

2021 le confiere al Sr. Rivera Colón el remedio solicitado. Reiteramos, 

que tal comunicación no constituyó una denegatoria al reclamo del 

recurrente, por tanto, el remedio solicitado fue concedido. Por tal 

razón, procede que se confirme el dictamen recurrido.  

No obstante, en el ejercicio de las facultades que le fueron 

delegadas y a tenor con la Respuesta de Reconsideración recurrida, 

la agencia administrativa deberá actuar con diligencia y prontitud en 

la evaluación y servicios médicos prestados, pues para un confinado 

es vital recibir servicios adecuados para su bienestar físico y 

emocional y, por ende, su rehabilitación. 

IV. 

Por los fundamentos antes expuestos, confirmamos la 

Respuesta de Reconsideración recurrida.  

Notifíquese a todas las partes, al Departamento de 

Corrección y Rehabilitación (DCR) y al Sr. Rivera. El DCR deberá 

entregar copia de la presente Sentencia al recurrente en 

cualquier institución donde se encuentre confinado. 

Lo pronunció y manda el Tribunal y lo certifica la Secretaria. 

 

Lcda. Lilia M. Oquendo Solís 
Secretaria del Tribunal de Apelaciones 

 


